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AMPARO EN REVISIÓN 681/2016

QUEJOSos: **********
MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.

SECRETARIA CLAUDIA MENDOZA POLANCO.

ELABORÓ: YURITZA cASTILLO CARLOCK

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al día veintiuno de junio de dos mil diecisiete. **********.
Vo.Bo.
VISTOS Y RESULTANDO

Cotejó: 

PRIMERO. Datos del juicio de amparo indirecto necesarios para la resolución del presente asunto.

	Quejosos
	********** por propio derecho.

	Presentación de la demanda
	24 de noviembre de 2015.

	Tercero interesado
	No existe.

	Autoridades responsables
	A. El Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos,

B. El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos,

C. El Secretario de Educación Pública,

D. El Secretario de Energía (que en la fecha en que se emitió el acto reclamado atribuido a dicha autoridad se denominaba Secretario de Patrimonio Nacional),

E. El Secretario de Gobernación,

F. El Secretario de Hacienda y Crédito Público,

G. El Secretario de Relaciones Exteriores,

H. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal (que se denominaba por ley Jefe del Departamento del Distrito Federal),

I. El Secretario de Desarrollo Social (cuya anterior denominación era Secretario de Desarrollo Urbano y Ecología),

J. El Secretario de Turismo,

K. El Delegado del Centro INAH Estado de México,
L. Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Estado de México.

	Actos reclamados
	a) De la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Secretario de Educación Pública, Secretario de Energía, Secretario de Gobernación, Secretario de Hacienda y Crédito Público, Secretario de Relaciones Exteriores, Jefe de Gobierno del Distrito Federal:

· La iniciativa, discusión, sanción, aprobación, expedición, promulgación, orden de publicación, refrendo, firma y publicación del Decreto que contiene la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, reclamando en específico la inconstitucionalidad de los artículos 5, 6, 10, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 37, 43, 44 y 52, como normas heteroaplicativas, de la ley publicada en el Diario Oficial de la Federación, el seis de mayo de mil novecientos setenta y dos; lo anterior, con motivo de su primer acto de aplicación, consistente en el oficio **********, del veintisiete de octubre de dos mil quince (foja 125 del cuaderno de amparo);
b) Del Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Secretario de Desarrollo Social, Secretario de Educación Pública y Secretario de Turismo:

· La expedición, sanción, refrendo y publicación del Decreto Presidencial en el que se declara monumento arqueológico el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México.

c) Del Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia en el Estado de México: 

· El acuerdo administrativo a través del cual se ordena la suspensión total temporal como medida de seguridad y cautela para evitar la destrucción de los vestigios arqueológicos encontrados en el inmueble señalado,

· La orden de suspensión de los trabajos practicados sobre el inmueble y

· El oficio **********, del veintisiete de octubre de dos mil quince.

d) Del Director de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Tepetlaoxtoc de Hidalgo: 

La suspensión total de los trabajos de explotación realizados en el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México, en la modalidad de extracción de tezontle rojo, así como para impedir la comercialización del material extraído, y su ejecución.

	Derechos Humanos violados
	Los contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

	Conceptos de violación contra la ley 
	1. Los artículos 5, 6, 10, 12, 37, 43, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, como normas heteroaplicativas, al no conceder medio de defensa del gobernado previo a la inclusión de un inmueble como monumento histórico, ni procedimiento alguno para impugnar los actos de aplicación.

Por tanto, el Decreto Presidencial y el registro por medio del cual el inmueble de nuestra propiedad sea declarado como zona de monumentos arqueológicos, artísticos e históricos transgreden el derecho de audiencia previa, pues no se tuvo la oportunidad de impugnar la declaratoria de monumento histórico, artístico o arqueológico, toda vez que previamente a la orden de suspensión de los trabajos de explotación, en su modalidad de extracción del material tezontle rojo del inmueble en cuestión, no fueron notificados, escuchados ni vencidos los quejosos;

2. Los actos reclamados son violatorios de la garantía de seguridad jurídica, porque los quejosos no recibieron documento alguno mediante el cual se ordenara la declaración de zona o monumento arqueológico, ni respecto de la suspensión de trabajos de explotación y, por tanto, no tienen conocimiento de que, si existen, estén debidamente fundados y motivados; y

3. El acto de suspensión de los trabajos de explotación es contrario a lo dispuesto en el artículo 16 constitucional, pues el Director de Desarrollo Urbano de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Estado de México, no estaba legalmente facultado para ese efecto.

(Fojas 20 a 32 del cuaderno de amparo).

	Juzgado de Distrito
	Juzgado Décimo Quinto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México.

	Juicio de Amparo
	**********

	Admisión
	30 de diciembre de 2015.
Se admitió la demanda por todas las autoridades, excepto del Secretario de Gobernación, respecto de quien se desechó de plano la demanda, con fundamento en los artículos 61, fracción XXIII, 108, fracción III, y 113 de la Ley de Amparo, al considerar que no tenía el carácter de responsable respecto de los preceptos legales reclamados, ni se le atribuían vicios propios en su actuar.

	Audiencia constitucional
	2 de marzo de 2016.


SEGUNDO. Sentencia de amparo indirecto. 

	Fecha de engrose.
	7 de marzo de 2016.

	Sentido 
	Sobreseyó en el juicio en relación con las siguientes autoridades: Secretaría de Desarrollo Social, Secretaría de Turismo, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y Secretaría de Educación Pública; a todas estas autoridades se les atribuyeron actos consistentes en la expedición, sanción, refrendo y publicación del Decreto Presidencial en el que se declara monumento arqueológico el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México.

Del Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano del Municipio de Tepetlaoxtocde Hidalgo, Estado de México (a quien se le atribuyó la suspensión total de los trabajos de explotación en el inmueble), y del Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, Estado de México (a quien se le atribuyó la emisión del acuerdo administrativo a través del cual haya ordenado la suspensión total temporal como medida de seguridad y cautela para evitar la destrucción de los vestigios arqueológicos encontrados en el inmueble señalado).
Todas estas autoridades negaron los actos que se les atribuyeron; y los quejosos no desvirtuaron las negativas.

También sobreseyó en el juicio respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, porque advirtió que no hubo acto de aplicación de dichos numerales. (Fojas 414 a 422 del cuaderno de amparo).

Por último, negó el amparo en relación con la afirmación de que los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos trasgreden el derecho de audiencia previa, tutelada en el artículo 14 de la Constitución Federal; y también negó el amparo con relación al oficio del 27 de octubre de 2015, en virtud de que no se demostró que fuera violatorio de algún derecho. (Fojas 429 a 438 del cuaderno de amparo).


TERCERO. Trámite de los recursos de revisión principal y adhesivo.

	Recurrente
	Revisión principal. **********(representante común) y **********.

Revisión adhesiva. Secretaría de Educación Pública, por sí y como representante del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos**********

	Fecha de presentación
	Revisión principal: 28 de marzo de 2016.
Revisión adhesiva: 9 de mayo de 2016.

	Tribunal Colegiado al que correspondió conocer
	Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México.

	Número de expediente
	**********.

	Fecha de resolución
	19 de Mayo de 2016.

	Sentido (principal)
	· PRIMERO. En la materia de la revisión competencia del Tribunal, confirmó la sentencia recurrida.

· SEGUNDO. Sobreseyó en el juicio, respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en virtud de que no fue recurrida la determinación de sobreseimiento del Juez de Distrito, quien sostuvo que no hubo acto de aplicación de dichos numerales.

· TERCERO. Ordenó remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el examen del tema de constitucionalidad de los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de Mayo de 1972.

	Sentido (adhesiva)

En virtud de que el Tribunal Colegiado no se había pronunciado al respecto, esta Suprema Corte remitió nuevamente los autos para que analizara los agravios de la revisión adhesiva, en específico, en los que se hicieron valer causas de improcedencia. (Acuerdo de 23 de Junio de 2016, fojas 24 a 26 del cuaderno de amparo en revisión)
	El 20 de octubre de 2016, en cumplimiento a lo ordenado por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Colegiado resolvió lo siguiente:

· Desestimó las causas de improcedencia que se hicieron valer en la revisión adhesiva;
· Declaró carecer de competencia para conocer y resolver las cuestiones planteadas en la revisión principal y, por tanto, ordenó remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. (Fojas 85 a 122 del cuaderno de amparo en revisión).


CUARTO. Trámite de los recursos de revisión principal y adhesivo en este Alto Tribunal.

	Asunción de competencia originaria 
	18 de Noviembre de 2016.

	Numero de toca
	681/2016.

	Turno
	Ministro José Fernando Franco González Salas. 

	Impedimento
	Manifestado el 14 de febrero de 2017 y calificado de legal por la Segunda Sala en sesión pública de 22 de febrero del presente año.

	Returno
	Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.

	Avocamiento 
	5 Enero de 2017.


CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer y resolver el presente asunto, ya que se trata de un recurso de revisión interpuesto contra la resolución dictada en un juicio de amparo indirecto, en el que se planteó la inconstitucionalidad de los artículos 5, 6, 10, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 37, 43, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, así como del Decreto Presidencial por el que se declaró monumento arqueológico al inmueble denominado “**********”, y subsiste en revisión el problema de constitucionalidad planteado. La competencia de esta Sala encuentra su fundamento jurídico en las siguientes disposiciones:

· 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Federal y 81, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo que establecen los requisitos de procedencia del recurso de revisión en amparo indirecto; 

· 21, fracción II, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que establece las atribuciones de las Salas para conocer de los recursos de revisión cuando subsista problema de constitucionalidad;
· Puntos Segundo, fracción III, y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintiuno de mayo de dos mil trece que establece la posibilidad de que las Salas conozcan de los amparos en revisión que no requieran la intervención del Tribunal Pleno.

SEGUNDO. Oportunidad y legitimación. Es innecesario analizar la oportunidad y legitimación de los recurrentes en la interposición del recurso de revisión principal, así como de la revisión adhesiva, en virtud de que el Tribunal Colegiado del conocimiento en la revisión ya se pronunció al respecto al declarar procedentes ambos recursos (fojas 77 vuelta y 78 de la resolución emitida el 19 de mayo de 2016 –revisión principal– y fojas 175 vuelta y 176 de la resolución dictada el 20 de octubre del mismo año –revisión adhesiva–, del amparo en revisión **********).

TERCERO. Materia de la revisión. Debe precisarse que no será materia de la presente revisión lo decretado en el primer punto resolutivo de la sentencia recurrida, así como las consideraciones que lo rigen, en virtud de que el Tribunal Colegiado del conocimiento confirmó el sobreseimiento respecto de las siguientes autoridades: Secretaría de Desarrollo Social, Secretaría de Turismo, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y Secretaría de Educación Pública, Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano del Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Estado de México, y Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, Estado de México, porque todas estas autoridades negaron los actos que se les atribuyeron y los quejosos no desvirtuaron las negativas.

El Tribunal Colegiado también confirmó el sobreseimiento respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, porque advirtió que no hubo acto de aplicación de dichos numerales, decisión que obedeció a que no fue recurrido tal sobreseimiento.
En cambio, al existir agravios contra diversos preceptos legales de la Ley de Ciencia y Tecnología y la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, éste es un aspecto que constituye materia del presente recurso de revisión.

CUARTO. Antecedentes. En la demanda de amparo indirecto los quejosos, ahora recurrentes manifestaron los siguientes hechos:

	30 de diciembre de 1971
	Pedro Quintero Molina y Manuel Quintero Molina adquirieron en propiedad proindiviso y por partes iguales, entre otros, el terreno denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México.

	14 de marzo de 1974
	Pedro Quintero Molina adquirió, por disolución de copropiedad y aplicación de bienes, el terreno denominado “**********”, cuyas medidas y linderos se narran, como antecedentes, en la escritura pública **********de 25 de abril de 2013.

	23 de julio de 1974
	Se inscribió la propiedad en el Registro Público de la Propiedad de Texcoco.

	12 de mayo de 2004
	**********, con el consentimiento de su esposa **********donaron a sus hijos: **********, **********, **********, y **********, todos de apellido **********, el inmueble referido, denominado “**********”.

	3 de abril de 2013
	El Instituto de la Función Registral del Estado de México, a través de la Oficina Registral de Texcoco, emitió certificado de libertad o existencia de gravámenes, en el cual se hizo constar que estaba registrado el contrato de ocupación donde **********reconoció a PEMEX el derecho preferente para ocupar y usar, de acuerdo a sus intereses, la superficie ahí determinada del terreno en cuestión.

Asimismo, el diverso contrato de ocupación, donde también se reconoció a PEMEX el derecho preferente para ocupar y usar una diversa fracción del terreno “**********”.

Se precisó en dicho certificado de gravámenes, que por los dos contratos de ocupación, el propietario recibió indemnización en las cantidades ahí señaladas. (Foja 52 del cuaderno de amparo).

	25 de abril de 2013
	Formalización, en escritura pública **********, del contrato de donación.

	12 de junio de 2015
	El Ayuntamiento de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México, por conducto del Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano Municipal otorgó licencia de uso de suelo a **********, **********, **********, **********, y **********, todos de apellidos ********** para el predio denominado “**********”.

(Fojas 243 a 253 del cuaderno de amparo).

	29 de junio de 2015
	**********, **********, **********, **********, y **********, todos de apellidos ********** celebraron contrato de arrendamiento del inmueble denominado “**********” a favor de **********.

(Fojas 239 a 242 del cuaderno de amparo).

	28 de julio de 2015
	Juan Espinosa Vega, arrendatario del predio “**********” presentó “Solicitud de obra en áreas de monumentos arqueológicos” ante el Instituto Nacional de Antropología e Historia, para la explotación de dicha zona.

(Foja 229 del cuaderno de amparo).

	30 de julio de 2015
	El Director del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, en el Estado de México comisionó a un Arqueólogo para que realizara visita de inspección en la Mina **********, para determinar si se debía autorizar la explotación de la zona.

(Foja 254 del cuaderno de amparo).

	6 de agosto de 2015
	Se llevó a cabo la visita de inspección antes precisada.

(Fojas 255 a 281 del cuaderno de amparo).

	27 de octubre de 2015
	El Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, en respuesta a la solicitud de Juan Espinosa Vega, emitió el oficio número **********, mediante el cual se informó (con fundamento en lo dispuesto en los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos) que:

“•El **********, se localiza en el sitio arqueológico registrado como sitio **********“**********”, consistente en un centro ceremonial con montículos de piedra, tierra y adobe alrededor de una plaza, sobre una gran plataforma en la cima del cerro, que data del posclásico temprano al tardío.

•No se autoriza la explotación del área total del cerro para la extracción de tezontle, como lo tiene planeado, debido a la alta densidad e importancia de los vestigios arqueológicos existentes.

•Por lo anterior, queda prohibida toda obra o excavación  en las áreas 1 y 2 de restricción total, donde se ubica el centro ceremonial prehispánico y el conjunto de cuevas como lo marca el anexo.

•No deberá realizar más excavaciones en la parte alta, excavando sólo en el área señalada como factible de explotación (área 4), como lo marca el anexo.

•Toda obra o excavación que se realice en las laderas del cerro señaladas dentro de la poligonal envolvente del sitio arqueológico (área 3) como lo marca el anexo, deberá estar sujeta a la realización de una investigación arqueológica previa, que permita definir si es factible la realización de la misma.
•El área donde se encuentra el tezontle ya explotado de la mina, podrá ser utilizado.”

(Obra en copia certificada a foja 350 del cuaderno de amparo).

	24 de noviembre de 2015
	********** y **********, ambos de apellidos ********** promovieron amparo indirecto contra la iniciativa, discusión, sanción, aprobación, expedición, promulgación, orden de publicación, refrendo, firma y publicación, de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, publicada el 6 de Mayo de 1972.

Específicamente contra los artículos 5, 6, 10, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 37, 43, 44, y 52.

Como primer acto de aplicación señalaron el oficio ********** de 27 de octubre de 2015.

	7 de marzo de 2016
	El Juez Décimo Segundo de Distrito en el Estado de México dictó sentencia en que resolvió:

Sobreseyó en el juicio, respecto de las siguientes autoridades: Secretaría de Desarrollo Social, Secretaría de Turismo, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y Secretaría de Educación Pública; a todas estas autoridades se les atribuyeron actos consistentes en la expedición, sanción, refrendo y publicación del Decreto Presidencial en el que se declara monumento arqueológico el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México.

Del Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano de Tepetlaoxtoc de Hialgo, Estado de México (a quien se le atribuyó la suspensión total de los trabajos de explotación en el inmueble), y del Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, Estado de México (a quien se le atribuyó la emisión del acuerdo administrativo a través del cual haya ordenado la suspensión total temporal como medida de seguridad y cautela para evitar la destrucción de los vestigios arqueológicos encontrados en el inmueble señalado).
Todas estas autoridades negaron los actos que se les atribuyeron; y los quejosos no desvirtuaron las negativas.

También sobreseyó en el juicio, respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, porque advirtió que no hubo acto de aplicación de dichos numerales. (Fojas 414 a 422 del cuaderno de amparo).

Por último, negó el amparo respecto de la afirmación de que los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos trasgreden el derecho de audiencia previa, tutelada en el artículo 14 de la Constitución Federal; y también negó el amparo con relación al oficio de 27 de octubre de 2015, en virtud de que no se demostró que fuera violatorio de algún derecho. (Fojas 429 a 438 del cuaderno de amparo).

	28 de marzo de 2016
	********** y **********, ambos de apellidos **********interpusieron recurso de revisión contra la sentencia de amparo indirecto arriba precisada.

	9 de mayo de 2016
	La Secretaría de Educación Pública y el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos interpusieron revisión adhesiva.

	19 de mayo de 2016
	El Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito emitió resolución en que determinó lo siguiente:

· PRIMERO. En la materia de la revisión competencia del Tribunal, confirmó la sentencia recurrida.

· SEGUNDO. Sobreseyó en el juicio, respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en virtud de que no fue recurrida la determinación de sobreseimiento del Juez de Distrito, quien sostuvo que no hubo acto de aplicación de dichos numerales.

TERCERO. Ordenó remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el examen del tema de constitucionalidad de los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de mayo de 1972.

RESPECTO DE LA REVISIÓN ADHESIVA RESOLVIÓ: 

· Desestimó las causas de improcedencia que hicieron valer las autoridades;
· Declaró carecer de competencia para conocer y resolver las demás cuestiones planteadas y, por tanto, ordenó remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. (Fojas 85 a 122 del cuaderno de amparo en revisión).

	18 de noviembre de 2016
	La Suprema Corte de Justicia de la Nación asumió su competencia originaria para conocer del recurso principal y del adhesivo.


QUINTO. Agravios del recurso de revisión principal. Los agravios expuestos por la parte quejosa son, en síntesis, los siguientes:

1. El Juez de Distrito debió conceder el amparo y dejar insubsistente el acto reclamado, es decir, el oficio del veintisiete de octubre de dos mil quince, toda vez que la autoridad responsable fundamentó dicho acto en artículos que ya fueron declarados inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como son el 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos publicada el seis de mayo de mil novecientos setenta y dos, por ser  violatorios del derecho de audiencia;

2. En la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos no está prevista la creación del Centro Regional del Instituto Nacional de Antropología e Historia ni, mucho menos, que dicho Instituto pueda delegar facultades similares a un supuesto Centro Regional;

3. El Delegado del Centro de dicho Instituto emitió el acto reclamado sin estar facultado para ello, toda vez que la Ley relativa no contempla la facultad del citado Instituto para imponer obligaciones o prohibiciones a los propietarios de inmuebles donde afirme que existen monumentos o vestigios arqueológicos; y

4. La sentencia recurrida no cumplió con el principio de exhaustividad, ya que no hizo consideración alguna respecto de que los quejosos, hoy recurrentes, son adultos mayores y por tanto, debieron ser observadas las disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

SEXTO. Agravios del recurso de revisión adhesivo. Es innecesario sintetizar los argumentos planteados en la revisión adhesiva, toda vez que se limitan a afirmar que se actualizan diversas causales de improcedencia, las cuales ya fueron analizadas y desestimadas por el Tribunal Colegiado del conocimiento, tales como falta de interés jurídico (fojas 107 y 109 del cuaderno de amparo en revisión); los quejosos son copropietarios del inmueble y no acudieron todos al juicio (desestimada a fojas 109 y 110); se trata de un acto consentido expresamente (desestimada a fojas 110 a 112); se trata de un acto consentido tácitamente (desestimada a fojas 112 a 115); y, por último, afirmaron que es improcedente el amparo al pretender reclamar una omisión legislativa (causal desestimada a fojas 115 vuelta a 116).

SÉPTIMO. Estudio. En el presente asunto el problema a dilucidar es la constitucionalidad de los artículos 5, 6, 12, 27, 28, 28 bis, 32, 44 y 52 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos publicada el seis de mayo de mil novecientos setenta y dos.

Los recurrentes afirman, en esencia, que los artículos impugnados son violatorios del derecho de audiencia, toda vez que no se establece en la ley reclamada un procedimiento seguido en forma de juicio donde el posible afectado de la declaratoria de monumento arqueológico pueda probar y alegar lo que a su derecho convenga.
Es inoperante ese planteamiento.

Lo anterior, en razón de que el agravio está dirigido a controvertir la declaratoria de monumento arqueológico, respecto de cuyo procedimiento, aducen, no respeta el derecho  de audiencia, pues los recurrentes esgrimen que no fueron oídos ni vencidos antes de que se emitiera el Decreto Presidencial que declaró monumento arqueológico el inmueble denominado “**********” o “**********”, ubicado en Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México; empero, debe tenerse presente que el Juez de Distrito decretó el sobreseimiento en el juicio de garantías por lo que hace a dicha Declaratoria de monumento arqueológico; decisión que cobró firmeza al haber sido confirmada por el Tribunal Colegiado de Circuito que previno en el conocimiento del presente recurso de revisión.
En efecto en el considerando tercero de la sentencia de amparo que se recurre, el Juez de Distrito sostuvo lo que se transcribe:
“TERCERO. Una vez precisados los actos reclamados en el presente juicio de amparo y, atendiendo a que su existencia es un requisito esencial para efectuar el estudio de su constitucionalidad, es menester pronunciarse al respecto.

Al rendir su informe con justificación, las autoridades responsables Secretaria de Desarrollo Social (foja 178 a 179), Secretario de Turismo (fojas 204 a 205), Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos (fojas 349 a 351), Secretario de Educación Pública (fojas 352 a 355), negaron los actos que les reclaman los quejosos, consistentes en la expedición, sanción, refrendo y publicación del Decreto Presidencial en el que se declara monumento arqueológico el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc, Municipio de Texcoco, Estado de México; 

Por su parte, el Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano del Municipio de Tepetlaoxtoc, Estado de México (fojas 201 a 202), negó el acto que los quejosos le reclaman consistente en la suspensión total de los trabajos de explotación realizados en el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc, Municipio de Texcoco, Estado de México, así como para impedir la comercialización del material extraído, y su ejecución.

Finalmente, el Delegado del Centro del Instituto Nacional de Antropología e Historia, Estado de México (fojas 208 a 158), negó los actos que los quejosos le reclaman consistentes en el acuerdo administrativo a través del cual haya ordenado la suspensión total temporal como medida de seguridad y cautela para evitar la destrucción de los vestigios arqueológicos encontrados en el inmueble señalado, así como la orden de suspensión de los trabajos practicados sobre el inmueble 

Todo ello, sin que los peticionarios de amparo hayan desvirtuado dichas negativas.

En ese sentido, atento al principio general del proceso de acuerdo con el cual incumbe a quien afirma probar su dicho, la Ley de Amparo impone a la parte quejosa la carga de demostrar que el acto cuya inconstitucionalidad reclama, efectivamente existe, aspecto que no se colma en la especie, pues de las constancias allegadas al sumario y de las pruebas ofrecidas por los quejosos no se desprende que las autoridades aludidas hayan expedido una declaratoria de monumento arqueológico, hayan ordenado la suspensión total de los trabajos de explotación, o bien, hayan ordenado la suspensión de los trabajos como medida de seguridad y cautela, todo ello en el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc, Municipio de Texcoco.

Lo expuesto encuentra respaldo en la jurisprudencia VI.2o. J/308, emitida por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, con el epígrafe y sinopsis siguiente:

[…]

Consecuentemente, en términos de lo establecido en la fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, lo procedente es sobreseer en el juicio constitucional respecto a las autoridades y por el acto que se les reclama, pues como se expuso, no existe prueba por parte de la parte quejosa que demuestre la existencia de los mismos.”

Consideraciones que se vieron reflejadas en el punto resolutivo primero que sobreseyó en el juicio.
Asimismo, el Tribunal Colegiado de Circuito declaró firme la declaración de sobreseimiento, al dictar la resolución en que depuró el procedimiento del presente recurso de revisión; lo que hizo en los términos siguientes:
“QUINTO. Consideraciones firmes.
107. En el considerando Tercero de la sentencia recurrida, el Juez de Distrito, con fundamento en el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo, sobreseyó en el juicio respecto de los actos reclamados consistentes en:

-
La expedición, sanción, refrendo y publicación del decreto presidencial en el que se declara monumento arqueológico el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc de Hidalgo, Municipio de Texcoco, Estado de México, atribuido a las autoridades responsables Secretaria de Desarrollo Social, Secretario de Turismo, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y Secretario de Educación Pública.

-
La suspensión total de los trabajos de explotación realizados en el inmueble denominado “**********”, ubicado en el Municipio de Tepetlaoxtoc, Municipio de Texcoco, Estado de México, así como para impedir la comercialización del material extraído, y su ejecución, atribuido al Director de Obras Públicas y Desarrollo Urbano del Municipio de Tepetlaoxtoc, Estado de México. 

-
El acuerdo administrativo a través del cual se haya ordenado la suspensión total temporal como medida de seguridad y cautela para evitar la destrucción de los vestigios arqueológicos encontrados en el inmueble señalado, así como la orden de suspensión de los trabajos practicados sobre el inmueble.

108. Lo anterior, derivado de que al rendir su informe justificado, las autoridades responsables negaron los actos reclamados referidos, sin que los peticionarios del amparo hubieren desvirtuado dichas negativas.

109. Por otra parte, en el considerando Quinto el juez federal sobreseyó en el juicio respecto de los artículos 10, 37 y 43 de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, al estimar que se actualizó la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, en virtud de que la quejosa no demostró el acto de aplicación de las normas en comento.

[…]

111. Dichas determinaciones no fueron recurridas por la parte a quien pudieran perjudicar y, por ende, deben quedar firmes, sirviendo de apoyo a esta conclusión, por analogía, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 62/2006 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 185, que establece:

[…]”

Tales consideraciones se reflejaron en el punto resolutivo segundo de la resolución de dicho órgano colegiado emitida el diecinueve de mayo de dos mil dieciséis.

Por ende, resultan inoperantes los motivos de inconformidad que se expresan en la revisión, pues en realidad están dirigidos a controvertir el Decreto en que afirmaban se emitió la citada declaratoria de monumento arqueológico del inmueble en cuestión, ya que la única razón por la cual se tildan de inconstitucionales los artículos reclamados es por la falta de previsión de un medio para impugnar las determinaciones administrativas relacionadas con declaratorias de monumentos históricos, artísticos o arqueológicos y, respecto de la declaratoria en concreto se sobreseyó en el juicio de amparo, como se sostuvo en párrafos precedentes.
Sólo a mayor abundamiento cabe precisar que es cierto que existen dos precedentes en los cuales la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró, en mil novecientos ochenta y cuatro y en mil novecientos noventa y nueve, inconstitucional la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, al no prever un procedimiento para que los afectados pudieran impugnar la declaratoria de autoridad administrativa en torno a calificar un inmueble como monumento histórico sobre la base de que la ley sólo establecía un recurso contra la inscripción de la declaratoria
; sin embargo, el trece de junio de dos mil catorce se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto que reformó diversas disposiciones de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, en Materia de Procedimiento de Declaratorias que, entre otros, adicionó los artículos 5o. Ter y 5o. Quáter; reforma que contempló y estipuló en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, el procedimiento para respetar el derecho de audiencia de quienes se consideren afectados por una declaratoria de las previstas en dicho ordenamiento
.
Estos textos no existían en la Ley ni en el Reglamento, ni en mil novecientos ochenta y cuatro, ni en mil novecientos noventa y nueve, razón por la cual, la anterior integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró inconstitucional la citada Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos; sin embargo, por las razones anotadas, los precedentes invocados en los agravios, tampoco resultarían aplicables.
En otro orden de ideas el agravio identificado con el punto 2 es infundado.

En dicho motivo de inconformidad los recurrentes afirman que no existe la autoridad que emitió el acto reclamado, toda vez que en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos no está prevista la creación de un Centro Regional ni, mucho menos se contempla que el Instituto Nacional pueda delegar facultades a un supuesto Centro Regional.
Lo infundado del argumento estriba en que, contrariamente a lo afirmado por los recurrentes, el artículo 5, fracción II, de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia prevé que dicho Instituto se organizará, para cuestiones de estructura territorial, en Centros o Delegaciones Regionales:
“ARTÍCULO 5o. Para cumplir con sus objetivos, el Instituto se organiza:

I. De acuerdo con sus funciones, en las áreas de:

[…]

II. De acuerdo con su estructura territorial, en Centros o Delegaciones Regionales; y

III. De acuerdo con su estructura administrativa, en las unidades que el reglamento de esta Ley

establezca para el mejor desempeño de sus funciones.”

Además, en el Manual General de Organización del Instituto Nacional de Antropología e Historia del nueve de marzo de dos mil quince, publicado en la página oficial de internet de dicho Instituto obra, en la página 70, el listado de las Delegaciones de los Centros a que se hace alusión en la disposición legal reproducida, donde consta la existencia de la Delegación del Centro del Estado de México, en los términos que se transcriben: 

“NOMBRE DEL PUESTO. DELEGACIONES DE LOS CENTRO INAH Aguascalientes (896); Baja California (941); Baja California Sur (942); Campeche (943); Chiapas (944); Chihuahua (945); Coahuila (897); Colima (898); Durango (899); Estado de México (893); Guanajuato (894); Guerrero (946); Hidalgo (900); Jalisco (1012); Michoacán (895); Morelos (901); Nayarit (907); Nuevo León (908); Oaxaca (902); Puebla (903); Querétaro (909); Quintana Roo (947); San Luis Potosí (904); Sinaloa (905); Sonora (1001); Tabasco (948); Tamaulipas (951); Tlaxcala (910); Veracruz (952); Yucatán (953); Zacatecas (906).”

Lo anterior evidencia lo infundado del agravio que se analiza, pues no es correcto afirmar que en la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos no está prevista la creación de un Centro Regional ni se contempla que el Instituto Nacional pueda delegar facultades a un Centro Regional. 

Los recurrentes sostienen en el agravio destacado como punto 3, que el Delegado del Centro de dicho Instituto emitió el acto reclamado sin estar facultado para ello, en virtud de que la ley relativa no contempla la facultad del Instituto Nacional de Antropología e Historia para imponer obligaciones o prohibiciones a los propietarios de inmuebles donde afirme que existen monumentos o vestigios arqueológicos.
No obstante que el tema constituye una cuestión de legalidad, lo cierto es que, en aras de evitar dilaciones innecesarias y procurar una pronta administración de justicia, esta Segunda Sala advierte que, en el invocado Manual General de Organización del Instituto Nacional de Antropología e Historia constan las facultades de las Delegaciones de los Centros del mismo.
En ese documento se señala, como objetivo general de todas las Delegaciones de los Centros INAH, el siguiente:

“Asegurar la representación del Instituto Nacional de Antropología e Historia en la Entidad Federativa, cumpliendo las atribuciones, objetivos, planes, programas, presupuestos y regulaciones vigentes en materia de investigación, conservación, protección y divulgación del patrimonio arqueológico, paleontológico e histórico, administrando la operación de las áreas bajo su control y cumpliendo las funciones de carácter administrativo procedentes.”

Asimismo, en los puntos 2, 6 y, específicamente en el 13 del apartado denominado “Funciones”, se establece lo siguiente:

“2. Asegurar el cumplimiento en las áreas que conforman la Delegación del Centro INAH de la Entidad Federativa, del marco jurídico, documentos regulatorios internos, así como planes, programas, estrategias etc., que emita el Gobierno Federal y el INAH; promoviendo en su caso las sanciones a que haya lugar en términos de las disposiciones vigentes procedentes con la finalidad de dar cumplimiento a las metas y objetivos institucionales en beneficio del público en general y de sus propios servidores públicos.”

“6. Controlar las acciones de recuperación, rescate, vigilancia, custodia, conservación, investigación y difusión del patrimonio arqueológico, paleontológico e histórico de la entidad acorde a lo establecido en la “Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticos e Históricos” y otros instrumentos normativos con el fin de cumplir la función institucional de protección a los bienes culturales.”

“13. Asegurar la elaboración de dictámenes técnicos, emisión de las licencias, permisos y demás documentos procedentes así como elaborar, presentar informes y estadísticas derivados de los trámites INAH, en cumplimiento de las regulaciones vigentes en la materia con el objeto de atender en tiempo y forma las solicitudes presentadas por la ciudadanía.”

De lo transcrito se advierte que el Delegado del Centro INAH del Estado de México, sí estaba facultado para emitir el oficio reclamado por los hoy recurrentes.
Por último, el agravio sintetizado en el punto 4 es inoperante.
Los quejosos esgrimen que la sentencia recurrida no cumplió con el principio de exhaustividad, porque no hizo consideración alguna respecto de que los quejosos, hoy recurrentes, son adultos mayores y que, por tanto, debieron observarse las disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.
La inoperancia apuntada estriba en que, la particularidad de que sean o no adultos mayores, no conduce, por sí misma, a demostrar la inconstitucionalidad pretendida; es decir, su calidad de adultos mayores no implica que en automático obtengan la protección constitucional cuando no quedó demostrada violación alguna.
OCTAVO. Revisión adhesiva. En razón del sentido del presente fallo procede declarar sin materia el recurso de revisión adhesivo interpuesto por la Secretaría de Educación Pública, por sí y como representante del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.
Resulta aplicable la jurisprudencia  2ª./J. 166/2007 de esta Segunda Sala, cuyos rubro, texto y datos de localización se transcriben:

“Época: Novena 

Registro: 171304 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXVI, Septiembre de 2007 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 166/2007 

Página: 552 

REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA SI LA REVISIÓN PRINCIPAL RESULTA INFUNDADA. El artículo 83, fracción IV, de la Ley de Amparo prevé la procedencia del recurso de revisión contra las sentencias pronunciadas por los Jueces de Distrito, y en su último párrafo establece que en todos los casos a que se refiere ese precepto, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses puede adherirse a la revisión principal. Ahora bien, si se toma en cuenta que el recurso de revisión adhesiva carece de autonomía, al señalar el párrafo indicado que la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste, es evidente que si la revisión principal resulta infundada, aquél debe declararse sin materia, por su naturaleza accesoria.”

Además, como se anotó en párrafos precedentes, los recurrentes adhesivos se limitan a tratar de demostrar que se actualizan diversas causas de improcedencia respecto de la ley y acto reclamados en el presente recurso.
Por último, en virtud de que las cuestiones de legalidad atribuidas al acto de aplicación fueron desestimadas por esta Segunda Sala, no procede reservar jurisdicción al Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México.

En consecuencia, en atención a las consideraciones establecidas en esta ejecutoria, en la materia de la revisión la Justicia de la Unión no ampara ni protege a la parte quejosa contra los actos reclamados.
Por lo expuesto y fundado se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Justicia de la Unión no ampara ni protege a los quejosos contra los actos reclamados, en términos del considerando séptimo de la presente ejecutoria.
SEGUNDO. Se declara sin materia la revisión adhesiva, en términos de lo expresado en el considerando octavo de la presente ejecutoria.
Notifíquese; devuélvanse los autos al lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros  Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I. El señor Ministro José Fernando Franco González Salas, se encuentra legalmente impedido para conocer del presente asunto.
Firman el Ministro Presidente y Ministra ponente con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe. 

MINISTRO PRESIDENTE: 

____________________________________

EDUARDO MEDINA MORA I.
MINISTRA PONENTE: 

_____________________________________

MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.

SECRETARIO DE ACUERDOS:

__________________________________

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ
ESTA HOJA CORRESPONDE A LA ÚLTIMA DE LA SENTENCIA RELATIVA AL  AMPARO EN REVISIÓN 681/2016 QUEJOSOS: **********.  FALLADO EN SESIÓN DEL DÍA VEINTIUNO DE JUNIO DE DOS MIL DIECISIETE POR UNANIMIDAD DE CUATRO VOTOS, EN EL SENTIDO SIGUIENTE: “PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN COMPETENCIA DE ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI PROTEGE A LOS QUEJOSOS CONTRA LOS ACTOS RECLAMADOS, EN TÉRMINOS DEL CONSIDERANDO SÉPTIMO DE LA PRESENTE EJECUTORIA. SEGUNDO. SE DECLARA SIN MATERIA LA REVISIÓN ADHESIVA, EN TÉRMINOS DE LO EXPRESADO EN EL CONSIDERANDO OCTAVO DE LA PRESENTE EJECUTORIA.” CONSTE.
EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN SU SESIÓN DEL VEINTICUATRO DE ABRIL DE DOS MIL SIETE, Y CONFORME A LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 3°, FRACCIÓN II, 13, 14 Y 18 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, ASÍ COMO EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 9° DEL REGLAMENTO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS NORMATIVOS.

CMP/YCC
� Así lo determinó el Tribunal Pleno, al resolver los amparos en revisión 3153/78, el veintidós de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro, y 1094/98, el quince de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, determinó que, al no dar oportunidad de defensa previa a una declaratoria de esa naturaleza, el ordenamiento legal en cuestión resultaba inconstitucional.


� En concordancia con lo anterior, el ocho de julio de dos mil quince, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma a diversos artículos de la citada ley y de su Reglamento, y se agregó en este último ordenamiento, un párrafo final al artículo 9, donde se prevé que las declaratorias que expida el Presidente de la República podrán impugnarse de conformidad con la legislación federal aplicable.
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